                    

PROYECTO DE DECLARACIÓN

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo reclame ante el Gobierno Nacional la modificación del Impuesto a las Ganancias en lo referente a la eliminación de la asignación fija de $ 650 millones anuales, denominado ex Fondo de Reparación Histórica del Conurbano Bonaerense, establecido en el artículo 104, inc. b) de la ley del impuesto -texto ordenado por Decreto 649/97- y en el sentido de recuperar para la Provincia de Buenos Aires los fondos que originariamente representaba el 10% que la Nación recauda por dicho impuesto. 
FUNDAMENTOS

Mientras la Nación atraviesa una situación fiscal holgada por el elevado monto de los recursos fiscales que se recaudan, las provincias -por el contrario- enfrentan una alta debilidad fiscal. En las provincias, la mejora fiscal sólo ha contribuido a equilibrar los presupuestos deficitarios a partir de la situación que alcanzó su pico máximo en el año 2001. EL deterioro fiscal de las provincias por la reducción de recursos comienza 24 horas después de haberse sancionado la Ley 23.548 de Coparticipación Nación – Provincias, cuando se sancionaba la Ley 23.549 que establecía una distribución especial para una tasa adicional de imposición a los consumos.

Y esa fue la característica de los siguientes años con impuestos con afectación específica y sistemas paralelos de distribución, abandonando la ley de coparticipación su característica central: un régimen universal de distribución entre jurisdicciones. En los años 90 el sistema se hizo tan complejo que hoy se los conoce como el laberinto de la coparticipación.
El impacto sobre la coparticipación provincial fue tremendo. En los años 90 el promedio de las transferencias a las provincias fue del 35% de toda la recaudación de la administración nacional, la recaudación efectiva debió llegar al 52,5%, pero por el efecto de las detracciones mencionadas sólo llegó al 35% (la Ley 23.548 preveía una distribución del 56,66% al conjunto de las provincias).

Estas detracciones no afectaron en el corto plazo las finanzas de las provincias. Durante los años 90 las provincias recibieron un promedio de cerca de 35% de todos los impuestos federales, en el 2002 ese porcentaje declinó al 28%, en el 2003 se redujo al 26% y en el 2007 fue del 27%.
El régimen vigente de la Ley 23.548, se puede decir, que no es el instrumento idóneo para garantizar a las provincias un auténtico ejercicio del federalismo.  Los diferentes regímenes de coparticipación impositiva evidencian que los mismos han surgido para dar respuesta a los problemas financieros originados en el orden nacional, más que como el resultado de estudios orientados a dar una solución adecuada a la coordinación financiera de nuestro estado federal.

  Cuando se habla de la Coparticipación Federal, a veces ese término no se entiende  y parece que se está hablando de una dádiva que viene de la Nación  y que tanto una y otra se jacta de lo enviado sin entender que la coparticipación es un derecho. 

De este modo es posible afirmar que el pretendido efecto redistributivo a raíz de la implementación del régimen vigente, fue soportado esencialmente por la provincia de Buenos Aires, al tener el 38% de la población, aportar a la riqueza del país con el 35% del PBI nacional y recibir en concepto de coparticipación – desde  1988 - el 21,5%, que representa una fenomenal transferencia de recursos de los habitantes de esta provincia hacia el resto del país.  
La provincia de Buenos Aires es la que menos gasta por habitante, la que menos empleados públicos tiene entre todas las provincias y tiene que afrontar con su presupuesto la problemática muy grave de déficits en materia de seguridad, justicia, y educación, mientras que recibe del resto de las provincias una permanente y sostenida inmigración interna especialmente hacia sectores puntuales como el conurbano y los alrededores de las ciudades mas importantes, creando grandes bolsones de pobreza con habitantes a los que no se le puede ofrecer condiciones dignas de vida.  Esto significa que la infraestructura en materia de salud, escuelas, agua o cloacas siempre va rezagada de este aumento poblacional, resultando una meta casi inalcanzable.

Se puede inferir que en vez de producir un mayor desarrollo en las provincias pobres se ha igualado hacia abajo diseminando la pobreza en todo el país y asimismo se ha perjudicado gravemente a los habitantes de la provincia de Buenos Aires.

Esto ha significado para la provincia una disminución de su participación relativa de los montos coparticipables para el conjunto de provincias que contrasta con el aumento que experimentaron otras de análogas condiciones socioeconómicas (Mendoza, Córdoba, Santa Fe o La Pampa).  Esto lo afirma el Poder Ejecutivo en el Mensaje del Presupuesto del año 2008 donde dice “Si bien los fondos transferidos por la Nación han sido crecientes en términos absolutos, la participación de la Provincia de Buenos Aires en el reparto de la renta federal contiúa disminuyendo en el presente año, ya que al finalizar el ejercicio 2006 el índice que poseía en la distribución secundaria era del 20,3% y terminaría el presente año con el 20,1%”.
En el año 1992 se compensó ese desequilibrio con el dictado del Decreto Nº 879 del Poder Ejecutivo Nacional creando el Fondo de Financiamiento de Programas Sociales en el Conurbano Bonaerense, el cual modifica el Impuesto a las Ganancias , incorporándose un artículo sin número a continuación del art. 102 en el que su inc. b) distribuye el 10% del producido para dicho fondo.

Sin embargo, en 1995, la Ley Nº 24.621 prorroga la vigencia de la ley de Impuesto a las Ganancias, y establece un tope de 650 millones de pesos anuales para la provincia de Buenos Aires, el que fue incorporado a la coparticipación de la provincia, con destino específico a obras de carácter social, y exceptuado de la distribución entre los municipios de la jurisdicción.  Pero la cifra que excediera de dicho tope hasta completar el 10% debía distribuirse entre el resto de las provincias en las proporciones establecidas por la Ley 23.548 de Coparticipación Federal.

En 1995 la recaudación del impuesto fue de $.6.303 millones, en ese contexto la provincia de Buenos Aires recibía el total del 10% y no existía excedente para repartir al resto de las provincias.  Pero los niveles de recaudación fueron cambiando y el tope establecido fue resultando menor al porcentaje del 10%. Es decir que al establecerse el tope el porcentaje para la provincia de Buenos Aires ha venido disminuyendo y se fureron beneficiando el resto de las provincias, llegando en el año 2007 a un valor que no llega al 2% de la recaudación del impuesto. 

En el siguiente cuadro se puede observar la evolución de los montos que la provincia deja de percibir por este concepto.

AÑO
 RECAUDACION  
      10% 
   PROVINCIA 
RESTO 

  (en millones de $)

BUENOS AIRES  PROVINCIAS

1997

 8.333

833
         650

  183

1998

 9.489

949            650

  299

1999

 9.240

924
         650

  274

2000
        10.455
      1.045
         650

  395
2001
        10.091
      1.009
         650

  359
2002
          8.919
         892
         650

  242
2003
        14.750
      1.475
         650

  825
2004
        22.289
      2.229
         650
        1.579

2005         28.045
      2.804
         650          2.154

2006         33.615
      3.361
         650          2.711

2007
        42.855
      4.285
         650          3.635

2008(abril) 13.817
      1.382

 216
        1.166
Esta discriminación también afecta a los municipios, que tendrían un ingreso sustancialmente mayor si estos recursos fueran incluidos en la masa coparticipable para los municipios. Tomando los datos del año 2007 del cuadro que antecede, el conjunto de los municipios dejarían de recibir por esta distribución del impuesto a las ganancias la suma de $ 587 millones anuales.

  La provincia necesita un resarcimiento por esta situación.  No habrá mejor calidad de vida para millones de familias que viven en nuestra provincia si son argentinos discriminados fiscalmente.
Este Proyecto al que estamos pretendiendo que esta Cámara adhiera –porque tiene que ver con el interés público de la Provincia de Buenos Aires y, en definitiva, con el interés general y el bienestar de los bonaerenses- propone que apoyemos la iniciativa de que el Poder Ejecutivo reclame la restitución de dichos fondos. 


